El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:
Auto – 28 de junio de 2017

Proceso:    
Acción de Tutela – Declara nulidad por indebida integración del contradictorio

Radicación Nro. :
66045-31-89-001-2017-00053-01
Accionante: 
FRANCISCO JAVIER GONZALEZ UAZORNA
Accionado:
GOBERNACIÓN DE RISARALDA

Magistrado Ponente: 
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
Temas: 
NULIDAD POR INDEBIDA INTEGRACIÓN DEL CONTRADICTORIO. Revisada la actuación se evidencia que en el curso de la primera instancia se incurrió en la causal de nulidad prevista en el numeral 8° del artículo 133 del Código General del Proceso, toda vez que no se integró el contradictorio con el Cabildo Mayor Unificado del Resguardo Indígena Chamí sobre el Río San Juan, a pesar de que esa autoridad, por medio de su representante legal, suscribió el contrato interadministrativo No. 0826 del 23 de agosto de 2016
, cuyo supuesto incumplimiento dio origen a la acción de amparo y motivó a la funcionaria de primera sede a imponerle órdenes en el fallo de tutela, no obstante su falta de vinculación. Por tanto, se declarará la nulidad de lo actuado desde la sentencia proferida y se ordenará a la juez de primera instancia vincular al representante legal del Cabildo Mayor Unificado del Reguardo Indígena Chamí sobre el Río San Juan, sin que en esta sede se integre el contradictorio, de conformidad con el inciso quinto del artículo 134 del Código General del Proceso que en su parte pertinente establece: “Cuando exista litisconsorcio necesario y se hubiere proferido sentencia, esta se anulará y se integrará el contradictorio.”
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA UNITARIA CIVIL FAMILIA

Magistrada: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, junio veintiocho (28) de dos mil diecisiete (2017)


Expediente No. 66045-31-89-001-2017-00053-01
1. Sería del caso decidir la impugnación que formuló la Secretaria de Educación Departamental de Risaralda, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía, el 17 de mayo último, en la acción de tutela que instauró el señor Francisco Javier González Uazorna contra la Gobernación de Risaralda, a la que fueron vinculados la recurrente, la Secretaría de Infraestructura Departamental y el Resguardo Indígena del Municipio de Pueblo Rico, pero se ha configurado una nulidad que es del caso declarar.
2. En ejercicio de la acción consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política, solicita el actor se ordene a la entidad accionada: a) llevar a cabo visita técnica de evaluación en la Sede Educativa Bajo Embordó; b) construir un aula de clase para los grados cuarto y quinto; c) mejorar las instalaciones existentes y d) dotarla de baterías sanitarias.
3. Como sustento de esa pretensión, en breve síntesis, manifestó que la demandada lesiona el derecho a la educación de la población indígena al no acceder a las peticiones formuladas para obtener la adecuación de la citada sede educativa y abstenerse de realizar las visitas técnicas prometidas. 
4. Por auto del 4 de mayo último se admitió la acción y se ordenó vincular a las Secretarías de Infraestructura y de Educación Departamental de Risaralda. Posteriormente se dispuso vincular al Gobernador del Resguardo Indígena del Municipio de Pueblo Rico.

5. La Secretaria de Educación Departamental de Risaralda, al contestar la demanda, informó que para la vigencia 2016, se suscribió con la autoridad indígena del municipio de Pueblo Rico convenio por la suma de $550.000.000, con el fin de formar, capacitar, dotar, reparar e implementar el “PEC en la administración educativa de las autoridades y organizaciones… del sistema educativo indígena propio”. Sin embargo, dichos recursos no fueron destinados para la adecuación de la Sede Educativa del Bajo Embordó.

5. En la sentencia proferida se decidió conceder el amparo al derecho fundamental a la etnoeducación de la comunidad estudiantil del Bajo Embordó y en consecuencia se ordenó a la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda ejercer vigilancia y control al convenio interadministrativo No. 0826 del 23 de agosto de 2016 y, en caso de que no se hubiere llevado a cabo ninguna gestión para beneficiar a la citada sede educativa, las Secretarías Departamentales de Infraestructura y Educación y el Resguardo Indígena Unificado Embera Chamí sobre el Río San Juan, deberían adelantar el trámite de consulta a la comunidad sobre la necesidades de la sede educativa y realizar la visita técnica correspondiente; luego de lo cual y “verificadas las necesidades… conforme a la disponibilidad presupuestal, se suplirán de acuerdo a las previsiones contenidas en la ley 715 de 2001”. 
6. Revisada la actuación se evidencia que en el curso de la primera instancia se incurrió en la causal de nulidad prevista en el numeral 8° del artículo 133 del Código General del Proceso, toda vez que no se integró el contradictorio con el Cabildo Mayor Unificado del Resguardo Indígena Chamí sobre el Río San Juan, a pesar de que esa autoridad, por medio de su representante legal, suscribió el contrato interadministrativo No. 0826 del 23 de agosto de 2016
, cuyo supuesto incumplimiento dio origen a la acción de amparo y motivó a la funcionaria de primera sede a imponerle órdenes en el fallo de tutela, no obstante su falta de vinculación.
7. Por tanto, se declarará la nulidad de lo actuado desde la sentencia proferida y se ordenará a la juez de primera instancia vincular al representante legal del Cabildo Mayor Unificado del Reguardo Indígena Chamí sobre el Río San Juan, sin que en esta sede se integre el contradictorio, de conformidad con el inciso quinto del artículo 134 del Código General del Proceso que en su parte pertinente establece: “Cuando exista litisconsorcio necesario y se hubiere proferido sentencia, esta se anulará y se integrará el contradictorio.”
En mérito de lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil - Familia, del Tribunal Superior de Pereira, 

R E S U E L V E 
PRIMERO: Declarar la nulidad de lo actuado en esta acción de tutela instaurada por el señor Francisco Javier González Uazorna contra la Gobernación de Risaralda, desde la sentencia proferida.

SEGUNDO: Se ordena a la funcionaria de primera instancia rehacer la actuación afectada, de acuerdo con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.

TERCERO: Por la secretaría, remítase el expediente al juzgado de origen, a fin de que se surta el trámite indicado en el numeral anterior.

CUARTO: Entérese a las partes de la presente decisión por el medio más eficaz.

Notifíquese y cúmplase,  

La Magistrada,




    CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
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